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MOVILIZACION CONTRA LA 
PRIVATIZACIÓN Y LA GUERRA 


L a pujanza de las movilizacio¬ 
nes universitarias de este 10 
de octubre y del movimien¬ 
to estudiantil que está en 
curso, son signos alentado¬ 
res del nuevo momento que vive 
el país, que alienta la lucha y la 
movilización de otros procesos so¬ 
ciales, y anima la lucha por la paz, 
contra la guerra y por los cambios. 

Este movimiento de los estudian¬ 
tes, está inspirando a otras luchas, 
como la Jornada de Indignación y 
Resistencia del 12 de octubre. 

La crisis presupuestal que hoy as¬ 
ciende a 18,5 billones de pesos 
está derrumbando a la Universidad 
pública, ha propiciado un gran 
movimiento en el que además de 
los estudiantes, está participando 
toda la comunidad universitaria: 
profesores, rectores y trabajadores 
de los centros educativos. 

El movimiento irrumpe con el apo¬ 
yo declarado de indígenas, el 
magisterio, la Cumbre Agraria, la 
Central Unitaria de Trabajadores y 
de sectores parlamentarios. Ade¬ 
más, cuenta con respaldo social 
y de opinión, aunque las grandes 
empresas de comunicación inten¬ 
tan invisibilizarlo. 
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El presidente del Sistema Universitario Estatal (SUE), el rector de la Uni¬ 
versidad de Córdoba, dijo en la sesión del 10 de octubre en el Con¬ 
greso: “Le han quitado presupuesto a las universidades públicas para 
dárselo a las privadas”. 

Esta presión social enfrenta la política de privatización, propia del 
modelo capitalista neoliberal, mantenido por las clases dominantes; 
por lo que adversarlo requiere de un movimiento ciudadano fuerte, 
producto de una gran confluencia. 

No solamente se trata de la privatización de la educación, cubre 
también la privatización de la salud y todos los distintos servicios so¬ 
ciales que el Estado debe garantizar a la sociedad; porque obedece 
a un modelo que acaba con lo público, que todo lo privatiza. 

El modelo capitalista neoliberal frente al cual hay que luchar y resistir, 
lleva precisamente a que la educación, al igual que la salud, no sean 
tratados y concebidos como derechos; sino como mercancías que 
se venden a cambio de un pago. 

Por eso a las Universidades públicas, las están obligando a transfor¬ 
marse en empresas rentables, que han de “autofinanciarse” y regirse 
por la ganancia, por la venta de servicios, por la codicia y el crudo 
negocio. 

En el presupuesto del Estado, las clases dominantes están priorizan- 
do el gasto para la guerra, al que destinan más de 33 billones; para 
cumplirle las directivas a Trump de intervenir militarmente en la veci¬ 
na Venezuela, fumigar a los campesinos cultivadores de coca y dar 
continuidad a la guerra interna. 

El rector de la Universidad del Atlántico, expresó que: “le hemos di¬ 
cho al Gobierno Nacional que , así como hay plata para la guerra , 
también debe haber para la educación”. 

Es una lucha justa, progresista y democrática la de los estudiantes. 
Las élites dominantes no cederán fácil, la lucha es dura. Tendrá po- 
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sibilidades de avanzar si logra mantener una amplia confluencia, la 
participación de las bases estudiantiles y el respaldo de las organi¬ 
zaciones sociales y políticas. Las diferentes actividades en curso y las 

movilizaciones convocadas para el 17 de octubre, serán un nuevo 
termómetro. 

Otras convocatorias, como la realizada por la Asamblea Legislativa 
Popular y de los Pueblos llama a una gran movilización ciudadana, 
para enfrentar las políticas de guerra y privatización del Gobierno 
timoneado por el ex presidente Uribe Vélez, que formalmente apare¬ 
ce administrado por el Presidente Duque. 

Una solución política de los conflictos de la sociedad colombiana, va 
más allá de tener conversaciones de paz con la insurgencia revolu¬ 
cionaria; es ante todo darle un trato respetuoso a la protesta social, 
es no darle un trato de guerra; es oír la voz de las mayorías naciona¬ 
les, que claman por pasar la página de la guerra, como resultado de 
transformaciones sociales y políticas. Esto implica cumplir los acuer¬ 
dos hechos por el Estado y ampliar el camino del proceso de paz. 
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Organizaciones Sociales y Políticas colombianas 


ASAMBLEA POR LA UNIDAD, LA VIDA, 
EL TERRITORIO Y LA PAZ 
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E n Bosa, territorio ances¬ 
tral del pueblo Muisca, 
trinchera de lucha y resis¬ 
tencia popular y lugar de 
surgimiento de importan¬ 
tes procesos sociales populares 
locales, regionales y nacionales, 
sesionó la Asamblea Legislati¬ 
va Popular y de los Pueblos con 
participación de 1.300 delega¬ 
dos y delegadas de diferentes 
regiones del país representantes 
de comunidades campesinas, 
comunidades negras, pueblos 
indígenas, procesos de mujeres, 
organizaciones populares urba¬ 
nas, organizaciones de trabaja¬ 
dores, organizaciones políticas, 
procesos culturales, procesos 
comunicacionales, organizacio¬ 
nes estudiantiles, organizacio¬ 
nes juveniles, guardias étnicas y 
campesinas, y el movimiento co¬ 
munal, en hermanamiento con 
delegaciones de organizaciones 
populares de Nuestra América, 
África y Europa, para adelantar 
un ejercicio legislativo autóno¬ 
mo, definir propuestas para con¬ 
tribuir a la unidad estratégica del 
campo popular, y concertar una 
agenda de movilización y acción 
política para el 2019. 
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Declaramos el carácter an¬ 
ticapitalista, antiimperialista, 
antipatriarcal, anticolonial y 
antirracista de la Asamblea 
Legislativa Popular y de los 
Pueblos, en la perspectiva de 
constituirse como un órgano de 
poder popular con expresiones 
territoriales, sectoriales y temá¬ 
ticas, que fortalezca nuestros 
gobiernos propios, planes de 
vida y mecanismos de defensa 
y protección de la vida y los te¬ 
rritorios. 

La Asamblea Legislativa Popu¬ 
lar y de los Pueblos es un pro¬ 
ceso abierto y permanente 
de legislación autónoma; en 
consecuencia, convocamos a 
nuevas organizaciones y pro¬ 
cesos a vincularse. Para tales 
propósitos, constituimos una 
Comisión de Seguimiento de la 
Asamblea como mecanismo 
organizativo en el que tengan 
representación los procesos y 
organizaciones que se articu¬ 
len. 

Identificamos como tarea cen¬ 
tral para modificar el balance 
desfavorable de la correlación 
de fuerzas para el campo po¬ 
pular y democrático, potenciar 
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política y organizativamente el 
acumulado de lucha, movili¬ 
zación y articulación del movi¬ 
miento social, que nos permita 
confrontar el sistema capitalis¬ 
ta y el régimen de dominación, 
en una perspectiva de unidad 
estratégica, profundización de 
la movilización y construcción 
de poder popular. 

A partir de las construcciones 
colectivas de legislación autó¬ 
noma de nuestras comunida¬ 
des y pueblos, así como del re¬ 
conocimiento de la diversidad 
de visiones y cosmovisiones an¬ 
cestrales, culturales, históricas 
y sociopolíticas, reafirmamos 
y enriquecimos los mandatos 
populares para la defensa, cui¬ 
dado y protección de la vida, 
el territorio y los derechos de la 
madre tierra; la consolidación 
de las Guardias indígenas, ci¬ 
marronas, campesinas y po¬ 
pulares; el reconocimiento del 
campesinado como sujeto so¬ 
cial y político; los derechos de 
los pueblos étnicos; unos nue¬ 
vos relacionamientos que rei¬ 
vindiquen los feminismos, po¬ 
pular y étnicos, y conduzcan a 
la vida digna y la derrota del 
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patriarcalismo; la defensa de 
los bienes comunes y de lo pú¬ 
blico; el avance de nuestras 
economías propias contra el 
modelo de despojo, un nuevo 
sistema agroalimentario y la re¬ 
forma agraria; el afianzamiento 
del enfoque emancipador de 
la educación, la formación, la 
comunicación y el arte de los 
pueblos, que reafirme las iden¬ 
tidades culturales; el fortaleci¬ 
miento de las agendas popu¬ 
lares urbanas hacia un nuevo 
modelo de ciudad con visión 
popular; la transición minero- 
energética no sujeta al mer¬ 


cado capitalista y en armonía 
con la naturaleza; el respeto 
y la garantía de los derechos 
humanos; la consolidación de 
las redes internacionales de 
hermanamiento y solidaridad 
clasista con las luchas emanci- 
patorias; y la construcción de 
la paz desde la concepción de 
los pueblos. 

Acordamos una ruta para con¬ 
tribuir a dar un salto cualitativo 
hacia la unidad estratégica del 
campo popular y democráti¬ 
co, a partir del reconocimiento 
de las experiencias e iniciativas 
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de coordinación y articulación 
sectorial, temática, territorial y 
nacional existentes. En tal sen¬ 
tido, convocamos a la Banca¬ 
da por la Paz y la Esperanza, las 
plataformas de convergencia 
y las organizaciones sociales 
y políticas, a nivel territorial y 
nacional, a conformar un Co¬ 
mité Coordinador Nacional 
de la Unidad Estratégica para 
trabajar con creatividad, co¬ 
herencia y persistencia en la 
materialización de un Frente o 
Bloque Popular y Democrático, 
con base en una Plataforma 
Programática a la que aporta¬ 
mos los mandatos emanados 
de esta Asamblea. 


Convocamos, al pueblo co¬ 
lombiano a prepararnos para 
adelantar, en el primer semes¬ 
tre del próximo año, un paro 
nacional de carácter político 
con los siguientes objetivos: 
Defensa de los territorios; solu¬ 
ción política al conflicto social 
y armado, cumplimiento de los 
acuerdos de paz y la agenda 
de diálogos entre el ELN y el go¬ 
bierno nacional; cese de la vio¬ 
lencia sociopolítica en contra 
de líderes y lideresas sociales, y 
defensores de Derechos Huma¬ 
nos, pueblos y comunidades; 
rechazo a la criminalización de 
la protesta social; desmonte 
efectivo y comprobable de las 
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estructuras paramilitares; con¬ 
tra el paquete normativo regre¬ 
sivo y antipopular de reformas: 
pensional, laboral y tributaria; 
rechazo a la reglamentación 
del consentimiento y la consul¬ 
ta previa libre e informada, las 
consultas populares y la tute¬ 
la; y la defensa de la salud y la 
educación pública. 

Para la participación en la 
disputa electoral del próximo 
año, la Asamblea propone a 
las organizaciones sociales y 
políticas generar escenarios de 
concertación de propuestas 
políticas y mecanismos demo¬ 
cráticos para la definición de 
candidaturas de convergen¬ 
cia. El resultado de las eleccio¬ 
nes presidenciales y parlamen¬ 
tarias constituye un acumulado 
de protesta e inconformidad, 
que es necesario encauzar po¬ 
lítica y organizativamente en 
una perspectiva transforma¬ 
dora más allá del escenario de 
disputa institucional. 

Finalmente, saludamos a los lu¬ 
chadores y luchadoras por la 
emancipación de nuestro pue¬ 
blo que se encuentran presos 

por falsos positivos judiciales 


en las cárceles del régimen, les 
hacemos saber nuestro com¬ 
promiso de movilizarnos por su 
libertad. Reivindicamos la me¬ 
moria y el legado de lucha y 
resistencia de nuestros herma¬ 
nos y hermanas caídos en la 
lucha. Celebramos la realiza¬ 
ción del II Encuentro Nacional 
del Movimiento Ríos Vivos que 
asumimos como un ejercicio 
complementario con la Asam¬ 
blea Legislativa, en procura de 
construir propuestas y rutas de 
resistencia a un modelo eco¬ 
nómico depredador que mer- 
cantiliza la naturaleza. Nos so¬ 
lidarizamos y acompañamos 
la reactivación de la lucha del 
movimiento estudiantil en de¬ 
fensa de la educación pública, 
lo alentamos a continuar desa¬ 
rrollándola unitariamente y sin 
pausa. 

Por la unidad, la vida, el territo¬ 
rio y la paz 

Asamblea Legislativa Popular y 
de los Pueblos 

Bosa, 12 de octubre, 526 años de 
lucha y resistencia contra la inva¬ 
sión capitalista a Nuestra América. 
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MATAN LIDERES SOCIALES QUE SE OPONEN 
AL SAQUEO DE SIENES COMUNES 


| A - - VS 


L os líderes asesinados has¬ 
ta la fecha, representan la 
oposición de las comunida¬ 
des contra las políticas anti¬ 
sociales y anti ambientales 
del régimen. El 83,2 por ciento de 
los líderes asesinados en 2018, 
estaban dedicados a defender 
la tierra, el territorio y los recursos 
naturales. Y un 16 por ciento de 
ellos están asociados a la sustitu¬ 
ción de cultivos de uso ilícito. 

Se ensañan contra 
los cocaleros 

Hombres fuertemente armados 
llegaron en horas de la madru¬ 
gada del sábado 6 de octubre 
a una vivienda de la vereda La 
Mina, corregimiento El Rodeo, 
zona rural del municipio de Bo¬ 
lívar, sur del departamento del 
Cauca y, torturaron al líder cam¬ 
pesino Jaime Rivera, de 52 años. 
Minutos después lo asesinaron 
junto a sus dos hijos Jaime Reinel, 
de 20 años, y Jeison Mauricio, de 
23 años de edad. Los tres eran 
líderes sociales de la región, mi¬ 
neros artesanales y miembros de 
la Coordinadora de Cultivadores 
de Coca, Amapola y Marihuana 
(COCCAM) [1]. 
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“Este lamentable hecho se da 
un día después de desarrolla¬ 
da la Audiencia pública por 
la vida y el territorio del suroc- 
cidente, donde se denunció 
ante congresistas la situación 
de derechos humanos y se exi¬ 
gió la implementación de me¬ 
didas efectivas para garantizar 
la vida de los defensores de 
derechos humanos y líderes so¬ 
ciales”, manifestó esta organi¬ 
zación que lidera el proceso de 
sustitución de cultivos de uso ilí¬ 
cito en el país. 

Según la COCCAM, 38 de sus 

líderes en sustitución de culti¬ 
vos fueron asesinados entre el 
primero de enero de 2017 has¬ 
ta el 24 de septiembre de 2018, 
siendo el departamento del 
Cauca el más afectado por 
este creciente genocidio. 

El pasado 7 de octubre, en el 
corregimiento El Jagual, muni¬ 
cipio de Corinto, fue asesinado 
Jhorman Arlex Ipia López, de 28 
años. Sobre las 7 de la noche 
del domingo [2]. 


Jhorman López, era miembro 
activo de la Asociación de 
Trabajadores Campesinos y la 

Zona de Reservas Campesinas 
de Corinto, además era el nie¬ 
to de la representante del Co¬ 
mité de mujer de la Asociación 
Campesina. 

Agresiones e 
incumplimientos 
contra ex guerrilleros 

Las dificultades actuales del 
proceso de paz firmado con las 
FARC, exigen nuevas respues¬ 
tas frente a las agresiones que 
se han venido presentando, en 
contra de los líderes y de las 
comunidades en los territorios 
prioritarios para la implementa¬ 
ción de los acuerdos. 

Jean Arnault, jefe de la Misión 
de Verificación de la Organi¬ 
zación de las Naciones Unidad 
(ONU) en Colombia, el pasado 
miércoles 10 , reclamó medidas 
al Estado, ante los repetidos 
asesinatos de líderes sociales y 
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de antiguos miembros de las FARC, y acciones para responder a la 
difícil situación económica que viven los exguerrilleros desmoviliza¬ 
dos [3]. 

Lo que defendían los líderes asesinados 

01 Defensa del territorio y de los recursos naturales frente a gran¬ 
des intereses privados: Conflictos asociados a la oposición a los 
cambios en el uso del suelo. Impulso de iniciativas para la pro¬ 
tección del ambiente. 

0 Procesos de restitución de tierras y de retorno: Es lo que más 
víctimas deja. Es un círculo en que los propietarios legales ini- 
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cíales fueron desplazados 
y despojados. Cuando por 
sentencia judicial regresan 
a tomar posesión de sus 
tierras, muchos de ellos son 
asesinados. 

0 Denuncias relacionadas 
con temas de expendio de 
drogas, presencia de acto¬ 
res armados y utilización de 
niños, niñas y adolescentes 
en sectores periféricos de 
centros urbanos. 


01 Denuncias respecto a la in¬ 
versión de recursos públicos. 

La tenaza de las 
multinacionales 

Es conocido que, en exten¬ 
sos territorios de Colombia, la 
única presencia que hace de 
vez en cuando, es por medio 
de operaciones militares. Lue¬ 
go del desarme de las FARC, el 
vacío que dejaron, el régimen 
lo intenta llenar con nuevos es¬ 
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cuadrones paramilitares; con 
lo que tratan de imponer una 
reconfiguración del territorio, 

que les permita avanzar en el 
saqueo de recursos y riquezas, 
que en teoría al ser Bienes Co¬ 
munes, pertenecen a toda la 
sociedad colombiana, pero 
que en realidad los despojan 
de manera violenta, por medio 
de su máquina de guerra mili¬ 
tar y paramilitar, para beneficio 
de grandes capitales naciona¬ 
les y extranjeros. 

Si el brazo represivo estatal y 
paraestatal mata y despoja, 
el brazo jurídico que represen¬ 
tan las Altas Cortes, legisla a fa¬ 
vor de los grandes capitalistas; 
como acaba de ocurrir con la 
Sentencia de la Corte Constitu¬ 
cional en contra de la voz de 


las comunidades como poder 
local del Estado, que se expre¬ 
sa en Consultas Populares, para 
subordinarla al Estado central, 
que siempre actúa a favor de 
la elite dominante y de las em¬ 
presas extranjeras. 

Las políticas anti nacionales 
del régimen, seguirán siendo 
rechazadas por las mayorías 
nacionales, quienes con su pre¬ 
sión y movilización hacen rea¬ 
lidad la consigna de “desarro¬ 
llar una cultura de paz basada 
en la resistencia”. 


[1] https://bit.ly/2IJCByF 

[2] https://bit.ly/2IJCDmY 

[3] https://bit.ly/2Pq4IFD 
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T odos los 15 de octubre, re¬ 
cordamos el Día del Pre¬ 
so Político -así no le guste 
al ex presidente Uríbe-, en 
recuerdo del asesinato en 
1973 en este día, en las calles de 
Medellín, del dirigente sindical 
Luis Carlos Cárdenas, quien ha¬ 
bía sido detenido y luego ase¬ 
sinado, cuando era conducido 
hacia el cuartel sede de la Cuar¬ 
ta Brigada del Ejército. La excusa 
que dieron los militares fue que, le 
dispararon porque “intentó huir”. 


El tal delito político 
no existe 

El delito político en Colombia ha 
tenido una larga trayectoria en 
la historia del país: En el ámbito 
jurídico, la Constitución de 1991 
constituyó un avance sobre el 
tema, en relación con su antece¬ 
sora pues son varios los artículos 
que se refieren al respecto en¬ 
tre otros: el 35, 150-17, 179-1,2, 3, 
201-2, 232-3, 299 y el artículo tran¬ 
sitorio 18 argumentando que “el 
trato favorable a quienes incurren 
en delitos políticos” está señala¬ 
do taxativamente en la propia 
Constitución Política. 
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Eso es lo que dice la letra de la 
ley, pero la extrema derecha y 
su brazo jurídico sostiene que en 
Colombia como “no hay con¬ 
flicto”, entonces “no hay presos 
políticos”. Pregunto, entonces, 
los amnistiados ex guerrilleros 
de las FARC, ¿Qué eran? Y los 
600 elenos y elenas que están 
en más de 30 cárceles de Co¬ 
lombia, ¿Qué son? 

El “trato favorable” que ordena 
la ley, en realidad es un trato 
miserable, aún más miserable 
que el que sufren 120.000 co¬ 
lombianas y colombianos pri¬ 
vados de la libertad en las pri¬ 
siones del régimen. 

Situación 
inconstitucional 
de las cárceles 

Un rápido diagnóstico de las 
condiciones que padecen las 
personas privadas de la liber¬ 
tad en Colombia coloca de 
presente los graves problemas 
de hacinamiento que, según la 
Fundación Comité de Solida¬ 
ridad con los Presos Políticos, 
alcanza el 38,1 por ciento, lo 


que quiere decir que por cada 
100 plazas disponibles hay 138 
personas, cifra que supera con 
creces los niveles de sobrepo¬ 
blación critica establecidos por 
los estándares internacionales 
en el 20 por ciento. 

En algunas cárceles como la 
de Villahermosa de Cali, alcan¬ 
za proporciones alarmantes ya 
que cuenta con 4.389 internos 
siendo su capacidad apenas 
para 1.611 hombres. No sor¬ 
prende entonces que, en una 
celda de 5 por 4 metros, con 
solo dos plancha-camas, co¬ 
habiten hasta 6 internos. Esto 
sin contar con que en muchos 
casos los presos deben dormir 
en los corredores, escaleras e 
incluso en espacios destinados 
a actividades colectivas. 

La salud constituye otro de los 
problemas estructurales que 
vive la población carcelaria, 

agudizado por la ausencia de 
personal médico especializado 
y la restricción o falta de medi¬ 
camentos. 

La alimentación de los internos 
resulta deplorable tanto la cali¬ 
dad como por sus condiciones 
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higiénicas; y en muchos casos 
los internos se ven obligados a 
consumirlos en estado de des¬ 
composición, situación eviden¬ 
ciada en las intoxicaciones 
masivas que con frecuencia 
ocurren en las cárceles. 

Antros sin ley 

Como si las anteriores vejáme¬ 
nes y torturas fueran pocas, el 


tiempo entre la captura y el jui¬ 
cio excede el doble del que la 
ley ordena, para el 31 por cien¬ 
to de la población privada de 
la libertad. El 51 por ciento de 
la población reclusa de Colom¬ 
bia debe esperar durante un 
periodo de hasta seis meses en¬ 
tre la captura y el juicio, tiempo 
considerado de hecho violato- 
rio dentro de sus derechos. 


Solución Política 


Revista Insurrección / Página 25 






Los presos políticos y los prisio¬ 
neros de guerra de manera 
continua realizan huelgas de 
hambre a nivel nacional para 
reclamar la cesación de la rei¬ 
terada práctica de la tortura fí¬ 
sica y sicológica; la sistemática 
negación de asistencia médi¬ 
ca de la que son víctimas por 
parte del Estado, situación que 
desemboca en la muerte. 

Las condiciones de hacina¬ 
miento y vulneración que su¬ 
fren los presos políticos al verse 
ubicados en pabellones con 
paramilitares de extrema dere¬ 
cha, sin que sea respetado el 
Derecho Internacional Huma¬ 
nitario (DIH), que contempla 
“la separación de presos polí¬ 
ticos y su no exposición a ries¬ 
gos mortales”. Protestas que 
han sido reprimidas a sangre y 
fuego por el INPEC, y absoluta¬ 
mente silenciadas por las em¬ 
presas de comunicación masi¬ 
va. 


No tapar el sol 
con un dedo 

El Ejército de Liberación Nacio¬ 
nal convencido y comprometi¬ 
do en este proceso de diálogo 
y de solución política, espera 
que el Estado colombiano re¬ 
conozca que en la guerrilla 
revolucionaria existe un ad¬ 
versario político, esto como un 
presupuesto necesario para 
buscar salidas negociadas al 
conflicto. El tratamiento de 
simples delincuentes o como 
“amenaza terrorista”, a los inte¬ 
grantes de la insurgencia cierra 
los espacios para plantear diá¬ 
logos de paz. 

El régimen está en mora de 
aplicar a los principios del DIH y 

reconocer que en Colombia si 
existen presos políticos, a quie¬ 
nes debe respetar y dar un tra¬ 
to acorde a tal normatividad. 
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EVOCACION DESDE EL OLVIDO 


Por Román, preso político del ELN, en la cárcel El Bosque de Barranquilla. 

Me condenó al olvido 
por hablar de libertad, 
de justicia e igualdad. 

Me condenó al olvido 
por pensar y decir: 
iBasta ya! 
que su justicia y 
la del verdugo 
se parecen en la maldad, 
que no puede ser 
el hambre y la muerte, 
el destino de la humanidad. 


Y peor aún: 

Me condenó al olvido 
por hablar de paz, 
pero yo me niego 
a cumplir su sentencia 
y aún en el olvido... 
recuerdo que soy libre. 




Olga Silva 


LA CORTE CELEBRA 
EL 12 DE OCTUBRE 


■ 



eneko. 


H aciendo honor a la 
fecha del 12 de oc¬ 
tubre, las Altas Cortes 
colombianas legis¬ 
laron a favor de las 
multinacionales y el saqueo 
de bienes naturales, lo que le 
cuesta a la sociedad nuevas 
oleadas de genocidio, despojo 
y desplazamiento. 

Las Consultas Populares han 
sido un mecanismo mediante 
el cual diversas comunidades 
en el país, han defendido sus 
territorios de los daños irrepara¬ 
bles tanto ambientales, como 
sociales, que generan los me- 
gaproyectos hidroeléctricos y 
el saqueo de bienes naturales. 

Al respecto, la Sala Plena de la 
Corte Constitucional, en días 
anteriores aprobó mediante 
una Sentencia de última instan¬ 
cia, que el Estado es el propie¬ 
tario de los recursos del suelo y 
del subsuelo de la nación. En 
pocas palabras, a partir del Fa¬ 
llo deja a las Consultas Popula¬ 
res sin incidencia alguna, para 
que las comunidades decidan 


sobre el uso o destino de su te¬ 
rritorio, es decir, las comunida¬ 
des quedan sin armas legales 
para oponerse a los proyectos 
minero-energéticos. 

Este fallo legislativo, no retroac¬ 
tivo, frena las Consultas que es¬ 
taban por realizarse; según la 
Agencia Nacional Minera en 
Colombia (ANMC), a la fecha 
hay 135 municipios que están 
pendientes por adelantar con¬ 
sultas populares, en torno a la 
realización de proyectos mine¬ 
ro energéticos en sus territorios. 

Triunfos de las 
Consultas Populares 

En año 2013 se llevó a cabo la 
primera consulta popular, me¬ 
diante la cual una comunidad 
se oponía a que se desarrollara 
en su territorio un proyecto de 
mega minería. A la fecha se 
han realizado 9 consultas, en 
las que diferentes municipios, 
de manera contundente han 
optado por la protección del 
medio ambiente. Estas son: 
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Municipio 


Fecha 


No Minería 


Sí 


Piedras Tolima 

28-07-2013 

2.995 

24 

Tauramena Casanare 

2013 

4.426 

151 

Cabrera Cundinamarca 

2017 

97% 

3% 

Cajamarca Tolima 

26-03-2017 

6.165 

76 

Pijao Quindío 

9-07-2017 

2.613 

26 

Arbeláez Cundinamarca 

9-07-2017 

4.312 

38 

Jesús María Santander 

Sep 2017 

97% 

3% 

Sucre Santander 

Oct 2017 

98% 

2% 

Cumaral Meta (*) 

4-06-2017 

7.475 

183 


(*) Sus habitantes se ne¬ 
garon a que se desa¬ 
rrollaran actividades de 
explotación sísmica, per¬ 
foración exploratoria y 
producción de hidrocar¬ 
buros. Pese a los resulta¬ 
dos, este caso es el que 
la Corte Constitucional 
ha decidido derogar, 
cambiando así el rumbo 
de las Consultas Popula¬ 
res. 


Alzheimer de las Cortes 

Con el último Fallo, la Corte Constitu¬ 
cional, no solo olvidó que es obliga¬ 
torio, que exista una concertación 
entre los proyectos extractivos y las 
comunidades, sino que además, no 
está reconociendo sus propios Fallos, 
como la Sentencia T-445 de 2014 y el 
Auto 053 de 2017, donde dice: 

“Los municipios tienen la facultad de 
convocar consultas populares para 
temas mineros porque tienen au¬ 
tonomía, porque la minería genera 
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De 1503 a 1660 me llevé 
186 toneladas de oro y 
18.000 toneladas de plata. 


Ahora vengo por las 
936 toneladas de oro 
de La Golosa 


graves afectaciones sociales 
y ambientales que se materia¬ 
lizan en el territorio municipal 
y porque son parte del Estado 
y por ende copropietarios del 
subsuelo.” 

En ese mismo sentido, la Ley 
136 de 1994, en su artículo 33, 
dice “ los proyectos que ge¬ 
neren cambios significativos 
en los usos del suelo, como la 
minería, el turismo, entre otras, 
deberán ser consultados”. Esto 


no es discrecional, sino obli¬ 
gatorio, toda vez, que es Ley 
de la República, sin embargo, 
en contra de sí misma, la Cor¬ 
te hace caso omiso y cambia 
la jurisprudencia sin que exista 
una Ley modificatoria o dero¬ 
gatoria. 

En la sentencia T-445/17, la Cor¬ 
te dispuso que, 

‘‘Los municipios pueden prohi¬ 
bir la minería a través de con¬ 
sultas populares, acuerdos de 
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Reserva 

Ihomas 

der 




revisión del Plan de Ordena¬ 
miento Territorial (POT) y me¬ 
diante acuerdos municipales 
en defensa del patrimonio eco¬ 
lógico”. 

Pero de acuerdo al último fallo 
de este tribunal, ahora resulta 

que no, que a los municipios 
les despojan este derecho. 

Es claro, que no se puede apro¬ 
vechar el subsuelo sin afectar 
al suelo, así que prácticamente 
la Corte le está dando el aval 
a la nación para que decida 
sobre los usos del suelo, desco¬ 


nociendo así, la facultad que 
tienen los municipios para de¬ 
cidir sobre este aspecto y, ne¬ 
gando a las comunidades sus 
derechos constitucionales. 

El gran capital 
urbaniza los bosques 

El principal objetivo de la Re¬ 
serva Thomas van der Hammen 
es fortalecer la Estructura Eco¬ 
lógica Principal (EEP) de Bogo¬ 
tá, conectando los ecosistemas 
potenciales desde los Cerros 
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Orientales hasta el río Bogotá. 
La EEP es imprescindible para 
el mantenimiento de la biodi- 
versidad en el Distrito Capital, 
condición necesaria para la re- 
siliencia climática y los benefi¬ 
cios ecológicos de la región. 

Sin embargo, el alcalde de Bo¬ 
gotá, Enrique Peñalosa, ha afir¬ 
mado en varias ocasiones que 
en la reserva Van der Hammen 
“sólo hay potreros”, razón por la 
cual, pretende urbanizar esta 
importante reserva ambiental. 

El pasado 11 de octubre, se 
conoció un Fallo del Tribunal 
Administrativo de Cundinamar- 
ca, que le ordena a la Corpo¬ 
ración Autónoma Regional de 
Cundinamarca (CAR) “aprobar 
y acoger completamente” el 
plan depredador de Peñalosa. 

Tras este fallo, la Reserva Van 
der Hammen deja de ser reser¬ 
va, lo que constituye un ecoci- 
dio. ¿Dónde queda el derecho 
al ambiente sano de los habi¬ 
tantes de la ciudad? 


Violaciones reiteradas 
a los derechos comunes 

Las recientes sentencias de las 
cortes y los tribunales, han mos¬ 
trado vehemente que estas no 
buscan proteger los derechos 
fundamentales de las comuni¬ 
dades; al contrario, cada día 
es más evidente que el régi¬ 
men y sus estamentos, están al 
servicio de los grandes capita¬ 
listas nacionales y de las cor¬ 
poraciones multinacionales. 

Hay tanto miedo, que el pue¬ 
blo se exprese a través de las 
consultas, que ahora por vía ju¬ 
dicial, nos prohíben opinar, dis¬ 
cernir, decidir. Para ello, están 
dispuestos a recurrir a las ramas 
del poder público, y cuando 
estas no sean suficientes, siem¬ 
pre estarán a la mano las me¬ 
didas represivas estatales y pa¬ 
raestatales. Pero “no hay mal 
que dure cien años ni cuerpo 
que lo resista” 
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R ecientemente los medios 
de información ocupa¬ 
ron sus agendas en mos¬ 
trar rechazo a los actos 
de violencia contra la 
mujer y “profunda solidaridad” 
con las mujeres víctimas de vio¬ 
lencia. Esa efímera solidaridad 
mediática, respondía a la denun¬ 
cia pública hecha por una actriz 
colombiana que fue víctima de lo 
que a diario decenas de mujeres 
colombianas tienen que sopor¬ 
tar: maltrato físico por parte de 
sus parejas y ex parejas, además 
de la indiferencia social y estatal. 

De acuerdo con datos encon¬ 
trados en el Boletín nacional del 
Observatorio Nacional de Femi- 
nicidio (ONF), en Colombia hasta 
junio de este año en 19, de los 32 
departamentos, se registraron en 
total 105 denuncias de las que 
56, fueron feminicidio y 24 fueron 
tentativas de feminicidio. Es real¬ 
mente indignante saber que más 
de la mitad de los casos son la ex¬ 
presión máxima de violencia ejer¬ 
cida contra las mujeres. 
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Los datos oficiales no son sufi¬ 
cientes para dimensionar el ni¬ 
vel de machismo impuesto en 
la sociedad capitalista, gracias 
a la indiferencia y negligencia 
de los supuestos organismos de 
atención y vigilancia. 

Muchos de los casos no son 
denunciados. Solamente las 
cifras registradas en Norte de 
Santander son alarmantes; en 
lo que va del año ha habido 17 
feminicidios, mientras que es en 
Antioquia que se registra la ma¬ 
yor cantidad de feminicidios, 
seguido del Valle del Cauca y 
Cauca. Las principales víctimas 
son mujeres entre 20 y 24 años, 
y 10 de los asesinatos fueron 
efectuados por sicarios, lo que 
demuestra la sevicia con la que 
se ejecutan crímenes, además 


de la violencia física, sexual y 
emocional. 

Las mujeres colombianas resis¬ 
ten día a día la violencia polí¬ 
tica y estructural impuesta por 
el sistema capitalista, en cada 
una de esas formas hay múlti¬ 
ples voces, vivencias e historias, 
que poco y nada son tenidos 
en cuenta. 

Como insurgencia reconoce¬ 
mos las victorias del movimien¬ 
to de mujeres en la lucha por 
la liberación femenina y con¬ 
secución de derechos iguali¬ 
tarios. Sin embargo, afirmamos 
que los derechos se arrancan 
al calor de la lucha social y or¬ 
ganizada, eso requiere la cons¬ 
trucción de escenarios colecti¬ 
vos de proyección y defensa. 
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nesis 


GENESIS RUA 


Niña de 9 años asesinada en Fundación Magdalena, el 3 de octu¬ 
bre de 2018. 

En América Latina matan 12 mujeres cada día, 2 de ellas son ase¬ 
sinadas en Colombia. 

En Colombia matan 2 menores de edad cada día. 

Según el Instituto de Medicina Legal, entre enero y agosto de 
2018, cometieron 15.048 delitos sexuales contra menores de 
edad. 


Y 457 menores de edad fueron asesinados. 







Natalie X Marley 


DOSIS MÍNIMA 
¿DE QUÉ? 



D urante los últimos 50 
años los Gobiernos 
en Colombia han 
venido ¡mplemen- 
tando políticas de 
orden coercitivo, obviamen¬ 
te sin ningún éxito en la lucha 
contra las drogas; algunos or¬ 
ganismos internacionales al 
contrario han comprendido 
desde otras perspectivas y lógi¬ 
cas, el bajo costo-beneficio, no 
sólo en lo económico sino en el 
daño ambiental, social y huma¬ 
no de estas medidas; teniendo 
en cuenta estas disposiciones, 
la decisión que toma el Gobier¬ 
no hacia la penalización de la 
dosis personal, abre el debate 
sobre el éxito e incidencia real 
de las medidas excesivamente 
represivas y su real trasfondo, 
que lejos está de ser la solu¬ 
ción al aumento y adquisición 
en el consumo de drogas, aún 
menos de la disminución en la 
producción. 

Una de las banderas del actual 
Gobierno desde su campaña 
estuvo enmarcado en el slo¬ 
gan: “El que la hace, la paga”, 
para entre otras cosas mostrar 
el carácter punitivo y represivo 


de su modelo de administración 
y gobernabilidad, así pues, la 
política antidrogas como pun¬ 
to prioritario en la agenda, no 
fue ajeno a este razonamiento. 

En el presente mes entró en 
vigencia el decreto 1844 del 
2018: “Por medio del cual se 
adiciona el capítulo 9 del tí¬ 
tulo 8 de la parte 2 del libro 2 
del Decreto 1070 de 2015, “De¬ 
creto Único Reglamentario del 
Sector Administrativo de Defen¬ 
sa’: para reglamentar parcial¬ 
mente el Código Nacional de 
Policía y Convivencia, en lo re¬ 
ferente a la prohibición de po¬ 
seer, tener, entregar, distribuir o 
comercializar drogas o sustan¬ 
cias prohibidas”; mediante el 
cual se prohíbe la dosis mínima 
en todo el territorio nacional. 

Nada más alejado 
de la realidad 

Una medida que según el Go¬ 
bierno tiene como fin disminuir 
la demanda con la reducción 
de la oferta, fórmula que pare¬ 
ce sencilla aplicada a los mer¬ 
cados legales, pero bastante 
alejada de la realidad cuan- 
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do se pretende desestimular el 
consumo de drogas; al respec¬ 
to diferentes estudios plantean 
que aunque el precio de los 
estupefacientes debería incre¬ 
mentar como consecuencia 
de la agresiva lucha contra los 
mismos, la realidad indica que 
por el contrario durante la últi¬ 
ma década ha disminuido, sus¬ 
tentado en el comportamien¬ 
to inelástico de la demanda; 
Gaviria y Mejía (2013) han en¬ 
contrado que la elasticidad del 
precio de la demanda por co¬ 
caína es de aproximadamente 
menos 0,6, lo que traduce que 
un aumento del 1 por ciento en 
el precio de la cocaína ocasio¬ 
naría una disminución tan solo 
del 0,6 en la demanda de ésta. 

De igual manera este análisis 
frente a la oferta y demanda 
aplicado a los estupefacientes 
desconoce una regla básica 
de la economía y los incenti¬ 
vos que genera el mercado; 
así pues sin proponer, diseñar 
e implementar una reforma 
agraria concomitante, la ren¬ 
tabilidad que se genera de la 
producción de drogas versus la 
producción agrícola y su ren¬ 


tabilidad para las comunida¬ 
des rurales seguirán teniendo 
márgenes abismales, motivo 
por el cual en el país las po¬ 
blaciones deciden por cues¬ 
tiones netamente económicas 
asumir otras formas de trabajar 
la tierra, con lo cual cualquier 
política sería obsoleta, a esto 
se suma que el tráfico de éstas 
se fortalece desde las grandes 
estructuras de narcotráfico de 
fuera del país; agentes pode¬ 
rosos a quienes se debe atacar 
y aniquilar. 

El que la hace 
no la paga 

De esta manera se castiga y re¬ 
prime a quien es un trabajador, 
y no quien maneja, administra 
y comercializa las grandes pro¬ 
ducciones de estupefacientes; 
en ello es importante mencio¬ 
nar el papel e influencia que 
juegan los Estados Unidos en la 
adopción y aplicación de las 
políticas antidrogas de Colom¬ 
bia, tiene una forma particular 
en la represión, la estigmatiza- 
ción y penalización del uso y 
consumo de dichas sustancias; 
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150,000 Toneladas. 




acciones que están dirigidas 
estratégicamente a atacar de 
manera puntual la oferta bajo 
la siguiente hipótesis “a mayor 
represión de la oferta, se ge¬ 
neraría un alza tal en el precio, 
que haría disminuir el consu¬ 
mo” sin embargo, esto no se 
ha cumplido en lo absoluto, 
asunto que es un problema de 
alta envergadura y debe tener 
un análisis más profundo a una 
simple analogía. 

Así mismo hay que analizar y 
comprender porque existen cir¬ 
cunstancias tales como la adic¬ 
ción que generan las drogas. 


incide en la economía de ma¬ 
nera negativa, pues permiten 
que la industria siga percibien¬ 
do ganancias independiente¬ 
mente de la variación de los 
precios del mercado, es más 
se podría decir que medidas 
de este tipo podrían aumentar 
la demanda, pues al ser incau¬ 
tada la dosis, se formaría un 
nuevo ciclo de compra y distri¬ 
bución, gracias a la corrupción 
y el mercado ilegal, forjado 
precisamente por el carácter 
adictivo de la sustancia. 

Es así que estas acciones van 
en detrimento del propósito pri- 
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mordial en la lucha contra la 
droga, ha logrado deteriorar 
no solo a Colombia, sino a Lati¬ 
noamérica y en especial en los 
países productores, concen¬ 
trándose en el ataque a la ins- 
titucionalidad del país, dirigien¬ 
do la mayoría de las estrategias 
hacia el combate del narco¬ 
tráfico, sin tener en cuenta una 
de las principales por no ser la 
más importante problemática, 
la social, la adicción como una 
enfermedad y no como un de¬ 
lito, si se analizan los efectos 
colaterales derivados del mer¬ 
cado de las drogas ilícitas en 
nuestra sociedad. 


Quién gana con 
persistir en una 
guerra “fracasada” 

Vale la pena preguntarse si des¬ 
pués de años de acciones y las 
políticas restrictivas, poco exi¬ 
tosas han incidido en el daño 
real a las poblaciones, sus ciu¬ 
dadanos, sus ecosistemas. Al 
parecer es esto una cortina 
de humo tanto del Gobierno 
nacional, como de su padrino 
Trump para desviar la atención, 
por un lado, de la inefectivi¬ 
dad del escenario meramente 
político en la disminución del 


Debates del Conflicto 


Revista Insurrección / Página V. 


consumo, llegando incluso 
a responsabilizar sin ningún 
fundamento a algunos gru¬ 
pos insurgentes y por otro, 
siendo una manera para se¬ 
guir beneficiándose del la¬ 
vado de los ingresos gene¬ 
rados por el negocio de la 
prohibición de las drogas. 

A pesar que algunas ganan¬ 
cias derivadas del negocio 
se quedan en los exporta¬ 
dores de cocaína, el grue¬ 
so del dinero termina en 
los bancos nacionales y de 
EEUU en especial de este úl¬ 
timo. Asimismo, es importan¬ 
te mencionar que son ellos 
quienes venden las armas, 
como los químicos, pestici¬ 
das usados para las fumiga¬ 
ciones que deben comprar 
los gobiernos para erradicar 
los cultivos ilícitos, los aviones 
usados en dichos procesos 
también generan altas ga¬ 
nancias, entre otros. Sola¬ 
mente el costo de los pilotos 
que hacen fumigación aé¬ 
rea con Glifosato es de 100 
millones de dólares al año. 


Las soluciones están 
en la movilización 
ciudadana 

La lucha antidrogas no es una 
fórmula mágica, no puede se¬ 
guir dependiendo solamente del 
orden político, debe migrar a lo 
público, deben ser una serie de 
medidas orientadas en varios sen¬ 
tidos y factores, como el de en¬ 
contrar solución en el tratamien¬ 
to de salud pública en torno a las 
adicciones, y por otro lado con 
estrategias orientadas a disminuir 
los incentivos económicos de este 
mercado, y no que se siga fortale¬ 
ciendo el mercado ilegal contan¬ 
do en su mayoría con agentes del 
Estado y el Gobierno, como lo son 
las mafias internas en las diferen¬ 
tes fuerzas militares. 


* Decreto 1844 (2018). http://www. 

fundonpubHca.gov.co/eva/gestornormativo/ 
norma. php?¡=88843 

* Lagos Campo Carlos Eduardo (2018). La 
prohibición de la dosis mínima y la solución del 
sofá 

* Bedoya Jiménez, M. A. (2016). La lucha contra 
las drogas: fracaso de una guerra, comienzo 
de una nueva política. Drugs and Addictive 
Behavior, 1 (2), 237-254 
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i. creemos que la cantidad de estúpidos es poca. 

2. el estúpido lo es, independientemente de sus otros rasgos personales. 

3. el estúpido causa daño a otros» provocándose daño a sí mismo. 

4. subestimamos el potencial dañino del estúpido, 
olvidamos que es un error costoso asociarse con él. 

5. un estúpido es la persona más peligrosa que puede existir. 

"Leyes básicas de la estupidez": Cario M. Cipolla ( 1922 - 2000 ), 
historiador económico y profesor de las universidades de Pavía (ludia), 
de California en Berkeley (KK.IJU.), y de la ÍAmdon School of Económica (Reino Unido), 


UNA ESTUPIDEZ: GUERRA 

ENTRE 

COLOMBIA Y VENEZUELA 



